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Exp. 614/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 614/2022

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR GENERAL DE LA DIRECCION GENERAL DE PENSIONES DEL ESTADO; Y COMO SECRETARIO EJECUTOR DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCION DE PENSIONES DEL ESTADO 


	MAGISTRADO: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., siete de marzo de dos mil veintitrés. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 614/2022, promovido por los CC. **********, contra actos del Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el tres de agosto de dos mil veintidós, los CC. ********** promovieron demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada a la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, y como acto impugnado el que a continuación se precisa:

“El oficio **********signado por el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, de fecha 07 de junio de 2022”
Respecto de dicho acto la demandante refiere que tuvo conocimiento del mismo el ocho de junio del dos mil veintidós.
II.-  Por auto de fecha cinco de septiembre de dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a sus derechos convinieran, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. Así mismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales a que se refiere en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación de la demanda.
III.- Por auto de fecha treinta de noviembre de dos mil veintidós, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó dar vista a la parte actora, para los efectos legales que correspondan.
Por último, se señalaron las diez horas del veintisiete de enero de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos da lectura al escrito inicial de demanda, a los de contestación, asimismo hace relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. Se hizo constar que no se desechó ninguna prueba. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas en tiempo, dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se dio cuenta que no fueron presentados por ninguna de las partes; finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En el caso, el interés jurídico de los hoy actores se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, misma .que obra en las fojas 15 y 15 bis del expediente en que se actúa; documental pública de cuyo contenido se desprende que aparece como destinatarios los hoy actores y que mediante la misma se determinó como no procedente el otorgamiento de la pensión derivada del fallecimiento de la C**********.  

Por su parte, el C. ********** justificó su calidad de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, con el nombramiento expedido a su favor el pasado veintiséis de septiembre de dos mil veintiuno, el cual fue acompañado en el escrito de contestación de demanda, documental visible a foja 32 del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales públicas se les confiere pleno valor probatorio, con apoyo legal en el artículo artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la parte actora hace consistir en:
“El oficio **********signado por el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, de fecha 07 de junio de 2022”
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.
En ese tenor esta Sala unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia  y no advirtió que en la especie se  actualice alguna causal, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda se localizan a fojas de la 04 a la 07 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- Previo al análisis de los conceptos de impugnación, se precisa que por cuestión de método jurídico, el análisis de los conceptos de impugnación se realizará en conjunto ya que los mismos guardan relación entre sí, sin que esta metodología cause lesión a la parte accionante, dado que es de explorado derecho y verdad sabida, que no es la forma como los agravios se estudian lo que puede originar una lesión, sino que lo importante es que todos sean examinados. Avala lo anterior, la jurisprudencia del tenor siguiente:
“Época: Novena Época, Registro: 167961, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Febrero de 2009, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o.C. J/304, Página: 1677 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.

El artículo 79 de la Ley de Amparo previene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito pueden realizar el examen conjunto de los conceptos de violación o agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero no impone la obligación al juzgador de garantías de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente en su escrito de inconformidad, sino que la única condición que establece el referido precepto es que se analicen todos los puntos materia de debate, lo cual puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO…”

Precisado lo anterior, esta Sala Unitaria procede al estudio de los conceptos de impugnación planteados por la parte actora en su demanda, los cuales medularmente refieren lo siguiente:
1. En el primer concepto de impugnación, los hoy actores manifiestan que el acto impugnado resulta indebidamente fundado y motivado, ya que el Director de Pensiones del Estado baso su fundamentación y motivación para negar el derecho de la pensión en el artículo 69 fracción II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, cuando debió haberlo fundado y motivarlo en la fracción I de dicho artículo, ya que su señora madre falleció a causa del SARS-Cov-2, coronavirus, identificado en el dos mil diecinueve y que causa la enfermedad llamada COVID-19, tal y como se acredita con la documental pública consistente en el acta de defunción, y que se agrega a su demanda.


Que en la especie, existe la presunción legal de que su madre haya contraído la enfermedad en el trabajo, pues a mediados de agosto de dos mil veinte, ella comenzó a gozar del beneficio del oficio circular ********** expedida por la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado, que determinaba la inasistencia del personal administrativo considerado como grupo de alto riesgo, adultos mayores de 60 años, mujeres embarazadas, personas con alguna enfermedad preexistente, enfermedades crónicas, hipertensión, cáncer, diabetes y aquellas personas que determinara el Sector Salud.


Que dicho beneficio de inasistencia del personal administrativo, lo tenía su madre, ya que ella padecía la enfermedad crónica Diabetes MELLITUS 2, la cual se le encontraba detectada desde el año dos mil doce, por el médico familiar de la clínica 47 del IMSS.


Que el anterior beneficio de inasistencia de personal administrativo del que gozaba su madre, lo tuvo hasta mediados del mes de septiembre de dos mil veinte, fecha en que su madre regreso a laborar por órdenes del Contador Público  **********quien en ese entonces se desempeñaba como Director Administrativo de la Secretaria de Seguridad Pública del Estado.


Que su madre laboró desde mediados de septiembre de dos mil veinte, hasta el miércoles catorce de julio de dos mil veintiuno, que el jueves y viernes dieciséis de julio de dos mil veintiuno su señora madre, ya no contaba con olfato ni con gusto, por lo que el sábado diecisiete de julio de dos mil veintiuno acudió con el Dr. **********, a la clínica Doctores, en donde le tomaron una placa a los pulmones y le diagnosticaron COVID 19, posterior a esto debido a los síntomas que presentaba falleció el día veinticuatro de julio de dos mil veintiuno, llegando el resultado de la prueba de COVID que le hicieron, el veintiocho de julio de dos mil veintiuno.

2.- Que el Director General de Pensiones del Estado violenta en su perjuicio el derecho humano a la seguridad jurídica que obliga a las autoridades a la debida motivación y fundamentación de cualquiera de sus actos, lo cual se prevé en el artículo 16 de nuestra Carta Magna.
Al respecto resulta inoperante los agravios que se analizan, como enseguida se explica.

Lo anterior, es así, ya que de una lectura del acto impugnado se desprende que de conformidad con el artículo 93 se procedió a la devolución de las aportaciones hechas al fondo de pensiones por la finada a los hoy actores, resultando pertinente realizar la transcripción en la parte que nos interesa:

“…
En virtud de lo anterior de conformidad con el artículo 93 procede la devolución de las aportaciones hechas al fondo de pensiones por la finada, del recibo con número **********, se desprende que el 13 de septiembre del 2022 fue entregada la cantidad de $********** a favor de ********** en calidad de beneficiarios del finado tanto en el pliego como la designación de deudos.

…”

De lo anteriormente transcrito se desprende que el trece de septiembre de dos mil veintidós, le fue entregada a los hoy actores las aportaciones hechas al fondo de pensiones por la finada, ello de conformidad con lo establecido por el artículo 93 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente mencionado:

“ARTÍCULO 93. Cuando un trabajador contribuyente al fondo de pensiones falleciere, sin que los beneficiarios que esta Ley señala tengan derecho a pensión, la Dirección de Pensiones les entregará el importe de los descuentos hechos al mismo.”
De dicho artículo, se desprende que cuando un trabajador contribuyente al fondo de pensiones falleciere sin que los beneficiarios tengan derecho a la pensión, la Dirección de Pensiones les entregará el importe de los descuentos hechos al mismo.

Motivo por el cual, el hecho de que los hoy actores hayan retirado el fondo de pensiones cuando falleció su madre, lo cual aconteció el pasado trece de septiembre de dos mil doce, indica que el acto que impugna deriva de una acto consentido por los hoy actores; ello es así, ya que fueron ellos mismos los que acudieron a la Dirección de Pensiones a retirar las aportaciones del fondo de pensiones correspondientes a la trabajadora.
De ahí que nace la inoperancia de los conceptos de impugnación que en este acto se analiza.

Aunado a lo anterior, se debe de establecer que los hoy actores, no demuestran que su madre haya contraído el virus SARS-Cov-2, coronavirus, el cual causa la enfermedad llamada COVID-19, en horario laboral, ello para poder considerarse como riesgo de trabajo.
En atención a lo anterior, a juicio de la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria se concluye que resulta procedente declarar la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto administrativo impugnado, consistente en el oficio **********, signado por el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de fecha siete de junio de dos mil veintidós. 

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto administrativo impugnado, consistente en el oficio **********, signado por el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de fecha siete de junio de dos mil veintidós.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
